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MINISTERIO DERELACIONES EXTERIORES 

INFORME SOBRE EL CUMPLIMIENTO

DE LOS MANDATOS ACORDADOS EN EL PLAN DE ACCION 

DE QUEBEC Y EN LA DECLARACION DE NUEVA LEON
HACIA UNA DEMOCRACIA MAS EFICAZ

Procesos y Procedimientos Electorales


En concordancia con las disposiciones de la Constitución de 1999, la República Bolivariana de Venezuela ha venido impulsando, tanto a nivel nacional como a nivel regional, el concepto de la democracia participativa. 


Como mecanismo de participación ciudadana en la toma de decisiones de gobierno, la Constitución venezolana consagra el derecho de  los ciudadanos a convocar un referéndum para los altos cargos públicos. En ejercicio de ese derecho, y cumpliendo todos los requisitos legales, se realizó un referéndum revocatorio del mandato del cargo de Presidente de la República el 15 de agosto de 2004, con base en el artículo 72 de la Constitución Bolivariana. 


La consulta electoral constituyó un hecho inédito en la historia del país, en el cual los venezolanos participaron de manera responsable y entusiasta.   De igual manera, se contó con la numerosa presencia y garantía de observadores electorales internacionales, entre ellos la OEA y el Centro Carter, los cuales acreditaron públicamente la transparencia, igualdad e imparcialidad de la organización y realización del evento electoral.


Los resultados del referéndum, aprobados por el Consejo Nacional Electoral, máxima autoridad en la materia, fueron los siguientes:

· Votos correspondientes a la opción NO: 5.800.629 (59,2%)

· Votos correspondientes a la opción SI: 3.989.008 (40,64%)

· Abstención: 30,02%

Con base en esos resultados, el Consejo Nacional Electoral hizo constar la ratificación del mandato popular del Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, Hugo Chávez Frías.

Por otra parte, y en concordancia con los preceptos constitucionales, Venezuela mantuvo una firme y activa posición en la OEA durante las negociaciones de la Carta Democrática Interamericana, a fin de que se incorporara el concepto de democracia participativa. En virtud de las intensas negociaciones promovidas por Venezuela, en el texto se incorporaron aspectos inherentes a dicho concepto, reafirmándose el carácter participativo de la democracia en los países de la región. Particularmente en los artículos 2, 4, 6 y 9 se hace referencia a la participación ciudadana como condición fundamental para el ejercicio pleno y efectivo de la democracia, así como un derecho y una responsabilidad cuyo ejercicio contribuye a su propio desarrollo.

Medios de Comunicación 


Recientemente la Asamblea Nacional adoptó la Ley de Responsabilidad Social en Radio y Televisión, también conocida como “Ley Resorte”, la cual ratifica la libertad de expresión y de información, tal y como lo establece la Constitución Bolivariana.


Con esta ley se busca regular la responsabilidad de los medios de comunicación, así como también garantizar la formación integral de los niños, niñas y adolescentes, quienes normalmente son los más afectados por los mensajes audiovisuales nocivos.  Asimismo, se democratiza el acceso a los medios de comunicación y se promueve la participación ciudadana y protagónica, por cuanto serán los comités de usuarios los que ejerzan la contraloría social sobre dichos servicios.

Lucha contra la Corrupción


Venezuela es parte en la Convención Interamericana contra la Corrupción. En consonancia con ello, ha fomentado el establecimiento de un mecanismo de seguimiento para la implementación de dicho instrumento. 


Los detalles sobre la aplicación, por parte de Venezuela, de las obligaciones emanadas de la Convención, pueden consultarse en el informe presentado por el país ante el Comité de Expertos, el cual fue discutido por dicho órgano el pasado año.

DERECHOS HUMANOS

Fortalecimiento de los sistemas judiciales e institucional


Con el fin de fortalecer el sistema judicial del país, el Gobierno venezolano realizó una labor de difusión y formación de los funcionarios del Estado, a través de más de doscientos eventos en 2003.


Esa labor ha ido de la mano con el fortalecimiento institucional, por lo que en los últimos dos años se ha capacitado a los funcionarios de la Defensoría del Pueblo, para lo cual se han suscrito y ejecutado proyectos con organismos internacionales en las áreas de procedimientos y mecanismos de vigilancia, defensa y promoción de los derechos humanos de los niños y los adolescentes, derechos humanos de los indígenas, libertad de expresión, entre otras. A este respecto se firmó un convenio de cooperación con UNICEF, cuyo resultado fue la capacitación de 111 funcionarios de la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y el Consejo Estadal de los Derechos del Niño y del Adolescente del Estado Táchira.


Se ejecutó también el proyecto “Apoyo al Fortalecimiento Institucional de la Defensoría del Pueblo”, con la cooperación de la Embajada del Reino Unido y el PNUD, en cuyo marco se realizaron tres jornadas de formación en materia de derechos humanos, servicios públicos y administración pública.


Igualmente se llevó a cabo un proyecto de formación y capacitación en el área indígena, con apoyo de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. En los talleres de este proyecto se capacitaron a 68 funcionarios, 22 representantes indígenas y 39 representantes de Gobernaciones, Alcaldías y del Ministerio Público.


También se realizó un taller sobre el derecho a la libertad de expresión en marzo de 2003.

Fortalecimiento de los Sistemas de Derechos Humanos

Por otra parte, Venezuela ha elevado algunas propuestas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a fin de desarrollar acciones que concreten los mandatos del Plan de Acción de Quebec, en cuanto al fortalecimiento de las instituciones defensoriales.


En este ámbito Venezuela también ha querido impulsar el fortalecimiento de los sistemas de derechos humanos a través de la Federación Iberoamericana de Ombudsman (FIO), institución presidida por Venezuela durante 2004. En este sentido se realizó una reunión con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en la que la Presidencia de la Federación formuló una serie de propuestas relativas al fortalecimiento de las instituciones nacionales de derechos humanos de Iberoamérica. Igualmente la Federación se reunió con la Corte Interamericana de Derechos Humanos, lográndose el intercambio de información y participación de los Magistrados de la Corte en áreas temáticas de los derechos humanos.


La Defensoría del Pueblo también ha manifestado su interés de que la FIO se constituya en observador en la Asamblea General de la OEA, o bien que dicho órgano estudie la posibilidad de emitir una resolución para que defina el papel de las instituciones defensoriales en el sistema.


La Defensoría del Pueblo, en el ejercicio de la Presidencia de la FIO, sostuvo una reunión con el Presidente del Banco Interamericano de Desarrollo a fin de establecer un convenio de cooperación para el fortalecimiento de las defensorías del pueblo de Iberoamérica. Como resultado de ello se establecieron trabajos conjuntos en el área de la mujer, órganos de control del Estado, de los derechos de los pueblos indígenas e intercambio de expertos en las diferentes reuniones de ambos entes.

Migración y Refugiados 
· El Dr. Freddy Gutiérrez, venezolano y miembro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, fue designado Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y miembros de sus familias, por un período de cuatro años a partir de febrero de 2004. 

Esta es una de las cinco Relatorías que en total tiene la CIDH.

· En julio de 2003 fue juramentada la Comisión Nacional de Refugiados. Con el establecimiento de esta Comisión se da cumplimiento al artículo 12 de la Ley Orgánica sobre Refugiados o Refugiadas y Asilados o Asiladas, promulgada en Gaceta Oficial Nº 37296 del 4 de octubre de 2001. Durante 2004 la Comisión analizó un total de 137 solicitudes, que involucraban a 342 personas; de esas solicitudes 63 fueron aprobadas (correspondientes a 165 personas), y 74 fueron rechazadas (177 personas).
· En el ejercicio de la Presidencia de la FIO, la Defensoría del Pueblo difundió el Informe sobre la Situación de los Migrantes en Iberoamérica entre los organismos regionales e internacionales pertinentes.

· La Defensoría del Pueblo forma parte del Consejo Andino de Defensores del Pueblo, en cuya IX Reunión (Lima, febrero 2004) se adoptó, por primera vez, una Declaración temática, relativa a la situación de los migrantes en la región andina.

Derechos Humanos de la Mujer

· En febrero de 2004 se creó la Defensoría Especial con Competencia Nacional en Materia de la Mujer, la cual se encuentra en período de organización.
· La Defensoría del Pueblo, desde el ejercicio de la Presidencia de la FIO, está elaborando, bajo la coordinación de la Universidad de Alcalá de Henares, un informe sobre la situación de los derechos de la mujer en Iberoamérica.
Derechos Humanos de la Niñez y la Adolescencia 


Se creó la Defensoría Especial con Competencia Nacional en materia de Derechos Humanos de los Niños, Niñas y Adolescentes. Este es un espacio para el tratamiento de los casos de presunta violación de los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes. Tras la promulgación de la Ley Orgánica de Protección de los Niños, Niñas y Adolescentes (LOPNA), la Defensoría del Pueblo comenzó a formar parte del Sistema Nacional e Internacional de Protección de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes.
JUSTICIA
Combate al Problema de las Drogas


Venezuela, como Estado Parte de la Convención Interamericana contra  la Corrupción, participa activamente de todas las iniciativas que en el marco de la OEA se desarrollan en la materia, particularmente en las actividades de la Comisión Interamericana Contra el Abuso de las Drogas (CICAD) y el mecanismo de seguimiento para la implementación de dicha Convención.


También a nivel regional e internacional, la Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas (CONACUID) ha participado activamente en una serie de reuniones, talleres y seminarios, relacionados con la materia.  


En el ámbito nacional se continúa trabajando para detectar operaciones de lavado de activos, con la implementación de las recomendaciones del GAFI y GAFIC.


Asimismo, se mantiene una fuerte campaña para la prevención, tratamiento, rehabilitación  y toma de conciencia pública sobre el consumo de drogas. A este respecto resaltan las siguientes acciones:

· La Comisión Nacional contra el Uso Ilícito de las Drogas (CONACUID) ha dictado varias charlas a los cuerpos de seguridad del Estado, sobre el lavado de dinero.

· Se han celebrado reuniones con ONG`s y grupos comunitarios, de las cuales han surgido propuestas para la realización de talleres para líderes comunitarios.

· Charlas a los cuerpos de seguridad del Estado, sobre el lavado de dinero.

· Reuniones con ONG`s y grupos comunitarios, de las cuales han surgido propuestas para la realización de talleres para líderes comunitarios.

· Elaboración de material didáctico sobre el peligro de las drogas en general.

· Asesoramiento y tratamiento a grupos familiares.

· Participación en programas radiales y televisivos para la discusión del tema de prevención integral.

· Asesoría académica a estudiantes en la elaboración de trabajos e investigaciones sobre el problema de las drogas.

· Elaboración de nuevos formatos para reportes de decomisos de drogas, áreas de erradicación de cultivos y detenidos por drogas, para uso de los organismos policiales y de seguridad del Estado. Instalación de bases de datos y software estadístico en varios cuerpos policiales, y entrenamiento del personal para su uso.

COMERCIO, INVERSION Y ESTABILIDAD FINANCIERA

Comercio e Inversión


Venezuela recuerda su posición de reserva sobre el párrafo 15 de la Declaración de Quebec y el párrafo 6-A del Plan de Acción, relativos al ALCA, adoptados por los Jefes de Estado y de Gobierno del Hemisferio durante la III Cumbre de las Américas (Quebec 2001), así como la formulada en el párrafo correspondiente de la Declaración de Nuevo León.

INFRAESTRUCTURA

Telecomunicaciones


En materia de telecomunicaciones, el Estado venezolano ha procurado establecer una base jurídica que permita la modernización y el desarrollo de ese sector en el país. Por esa razón se ha adoptado la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, en la que se establecen las reglas para el desarrollo del sector. Este instrumento era la base necesaria para el proceso de apertura de los servicios básicos de telecomunicaciones. Asimismo, se han aprobado una serie de reglamentos para el desarrollo de esa apertura, en áreas como interconexión, habilitaciones, radios comunitarias, servicio universal y tributos. También se está trabajando en reglamentos sobre sanciones y servicios satelitales, entre otros.


Esa base jurídica se ha complementado con los esfuerzos en materia de capacitación humana e institucional, a través de la creación del Centro de Desarrollo e Información en Telecomunicaciones, CEDITEAL, con el fin de satisfacer las necesidades de capacitación en el área de telecomunicaciones.


Un aspecto particularmente importante de la Ley de Telecomunicaciones es el financiero, por lo que en dicho instrumento se estableció el Fondo de Investigación y Desarrollo de las Telecomunicaciones, para garantizar el financiamiento de la investigación y desarrollo en el sector de las telecomunicaciones.

También se desarrolló e implementó una base de datos para el registro de equipos de telecomunicaciones que estaban en operación antes de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones.


Con el fin de crear la base técnica para la implementación de los acuerdos de reconocimiento mutuo, se está en proceso de elaboración de normas para telecomunicaciones. Hasta el presente se han elaborado tres normas sobre compatibilidad electromagnética, seguridad de usuarios y efectos ambientales, y han entrado en vigencia la Resolución contentiva de la lista de entes u organismos extranjeros recomendados para la homologación y certificación  de telecomunicaciones, y la Providencia sobre las listas de marcas y modelos de equipos y aparatos homologados.


Asimismo, Venezuela cuenta con un Plan Nacional de Telecomunicaciones, Plan Nacional de Tecnologías de la Información y el Decreto 825 que contempla como prioritario el uso de Internet. Igualmente se dispone de la Ley de Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas, y se han establecido portales gubernamentales sobre telemedicina y teleducación. Asimismo, en la Declaración de Mérida se crea la zona franca tecnológica, lo que ha favorecido el establecimiento de empresas fabricantes de software.


También a nivel nacional, Venezuela trabaja en la elaboración de una agenda de conectividad nacional, lo que le permitirá al país alinear sus iniciativas para la difusión y uso de las tecnologías de información y comunicación implementado por los diversos sectores del país, con el fin de lograr un uso eficiente de los recursos humanos, materiales y financieros y dotar al país de la infraestructura adecuada para ingresar a la Sociedad de la Información y del Conocimiento. A este respecto, Venezuela participó en el desarrollo de la Agenda de Conectividad de las Américas, formulando una serie de observaciones y recomendaciones al documento durante su fase de elaboración.


A nivel regional, Venezuela está promoviendo un proyecto de alta trascendencia como es “TV Sur”, con el cual se busca establecer un medio de comunicación audiovisual hemisférico para difundir a todo el mundo una visión real de la diversidad social y cultural de América Latina y el Caribe. Su objetivo es el desarrollo y puesta en funcionamiento de una estrategia comunicacional televisiva hemisférica de alcance mundial que impulse y consolide los procesos de cambios revolucionarios, como herramienta de la batalla de las ideas contra el proceso de globalización neoliberal. A este respecto el Presidente de la República, Hugo Chávez, viene impulsando el proyecto en sus visitas bilaterales, como fue el caso de la reciente visita a Argentina (enero 2005), en cuyo marco los Presidentes de ambos países firmaron un Convenio para el fortalecimiento de TV Sur. 


En el marco de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información, se han realizado esfuerzos para convocar y promover la participación de los diferentes sectores involucrados en el tema de la sociedad de la información, a fin de definir la posición nacional que se llevó a la primera fase de la Cumbre (Ginebra 2003). Actualmente CONATEL coordina los trabajos para la implementación y cumplimiento del Plan de Acción de Ginebra. También se ha establecido un foro electrónico a través de la página web de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), para facilitar el intercambio de información y opiniones sobre la Cumbre. CONATEL es el organismo nacional competente en materia de telecomunicaciones.

Igualmente CONATEL trabaja con el Coordinador de la Cumbre, la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), en el seguimiento del desarrollo de los preparativos de la Cumbre. En el ámbito de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), CONATEL participa de la posición regional que se adoptará para llevar a la Cumbre.


El tema del servicio universal también está contemplado en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones (artículos 49 al 62). Al respecto se elaboró el Reglamento de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones sobre el Servicio Universal de Telecomunicaciones, el cual entró en vigencia el 23 de septiembre de 2003.


En lo que respecta a las redes VSAT, en la XX Reunión del CCP.III (actual CCP.II) se presentó el informe completo de la Iniciativa de la Base de Datos VSAT sobre los trabajos desempeñados por los países de CITEL. El informe contiene una recopilación de las respuestas de 18 administraciones. Sobre la base de esas contribuciones, se pudieron  identificar ciertos puntos comunes y las diferencias entre los requisitos de las distintas administraciones para el otorgamiento de licencias para redes VSAT. Como recomendación se propuso el análisis y la consideración del concepto OSS (One Stop Shop), el cual es aplicado en los países  europeos para la tramitación de redes VSAT.


Al establecerse en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones lo relacionado con el servicio universal, y al haberse establecido igualmente el Fondo de Servicio Universal, los operadores de telecomunicaciones deben enfocar sus esfuerzos en subsanar la inexistencia de infraestructura necesaria en lugares lejanos, como zonas rurales o marginales, a través del apoyo al desarrollo de proyectos. Al respecto se han implementado pilotos del proyecto “Puntos de Acceso” con el cual se busca poner al alcance de las comunidades menos atendidas, la posibilidad de acceder a los servicios de telecomunicaciones e informática, e instruirles en su uso.


Por otra parte, en 2003 se aprobó la Resolución sobre las condiciones para la calificación de los equipos de uso libre para la banda 2.4 y 5.7 hertz.


CONATEL también estudia la cuestión sobre fondos voluntarios para la implementación de los mandatos adicionales a CITEL, establecidos en el Plan de Acción de Quebec.


Existen otros temas emanados de la Cumbre de Quebec, que no aparecen como mandatos sino en la declaración inicial de los Presidentes dentro del sector de las telecomunicaciones, y sobre los cuales CONATEL considera importante resaltar la labor de Venezuela al respecto:

· Existe una estrecha cooperación con el sector privado para el establecimiento de la normativa jurídica que se considera fundamental para el desarrollo de las telecomunicaciones.

· Promoción de la participación del sector privado en el estudio de temas técnicos desarrollados en el marco de organismos internacionales, como CITEL y la UIT.

· Conjuntamente con la Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia, CONATEL es la responsable de promover la inversión en el sector y resguardar la libre competencia.

· Está prevista la adopción de una Resolución sobre calidad de servicios telecomunicaciones. También se discute en la Asamblea Nacional la aprobación de una Ley de Sistemas de Calidad. Por otra parte, la Ley Orgánica de Telecomunicaciones y la Ley de Protección al Consumidor y al Usuario establecen una serie de derechos, entre ellos el derecho a que los contratos que utilicen los operadores de telecomunicaciones para la prestación de sus servicios, sean aprobados previamente por CONATEL. 

TRABAJO

· En relación con el convenio Nº 182 de la OIT, sobre la Prohibición de las Peores Formas  de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su Eliminación, de 1999, la Asamblea Nacional adoptó la ley aprobatoria de dicho convenio, sólo falta que el Presidente de la República lo ratifique y sea publicado en Gaceta Oficial. 

· Con respecto a los cuatro convenios prioritarios de la OIT que benefician las relaciones laborales, Venezuela ha ratificado tres, a saber, el Convenio Nº 87 sobre Libertad Sindical y Derecho de Sindicación, Convenio Nº 98 sobre Aplicación de los Derechos de Sindicación y Negociación Colectiva, y Convenio Nº 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo. Como se indicó anteriormente, está pendiente por ratificarse el Convenio Nº 182.

· Se creó el Sistema Nacional de Empleo con el objetivo de desarrollar las oportunidades para el ejercicio del derecho constitucional al trabajo.

· Se elaboró una propuesta de diseño de Observatorio de Empleo para Venezuela en el marco del Convenio de Cooperación Técnica entre España y Venezuela, para consolidar una red de monitoreo permanente sobre la dinámica de los mercados de trabajo, con miras a orientar a la administración pública en la elaboración de sus políticas y programas socioeconómicos y laborales, así como al sector empresarial y a la fuerza laboral.

· El Servicio Nacional de Intermediación Laboral, que atiende a la fuerza de trabajo en situación de pérdida involuntaria del empleo, pasó de 19 agencias públicas de empleo, a 25 agencias, de las cuales 9 son agencias modernizadas, que prestan servicio a través de un sistema de información referencial, que permite al desempleado y al sector empleador ser atendido con un soporte informático.

· En el marco del Plan Nacional de Empleo se diseño una estructura para coordinar, ejecutar y evaluar las políticas de empleo; se organizó un banco de información sobre proyectos de empleo que administran los diferentes organismos de la administración pública; y se crearon Comités de Técnicos de Empleos Ministeriales.

· Se realizó un convenio no reembolsable denominado “Formación y Promoción de la Salud Sexual y Reproductiva y la Equidad de Género en el Empleo” entre el Ministerio del Trabajo y el Fondo de Población de Naciones Unidas (FNUAP), con el fin de crear rincones de aprendizaje en las agencias públicas de empleos con material informativo que oriente en relación con la salud sexual y reproductiva y la equidad del género en el empleo.

· Se celebró el convenio de Cooperación Técnica Institucional entre el Ministerio del Trabajo y la Corporación Venezolana de Guayana (CVG), a través del Fondo de Desarrollo y Empleo de Ciudad Guayana (FONCADEL), con el objeto de establecer un sistema regional de empleo e intermediación laboral en la región de Guayana. Para ello se creó una agencia de empleo pública automatizada en Ciudad Bolívar y se establecieron las bases para la creación del Comité Regional de Empleo en la zona. 

· Se instaló la Comisión Técnica Institucional, establecida en el Convenio entre el Ministerio del Trabajo y el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, con miras a congregar esfuerzos para la atención e inserción de la fuerza laboral discapacitada en todo el país. 

· La Dirección General de Empleo del Ministerio del Trabajo participó como miembro permanente de la Comisión Técnica Legislativa de la Asamblea Nacional encargada de la elaboración y evaluación del proyecto de Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social.

· Se diseñó la Misión “Vuelvan Caracas”, cuyo objetivo general es garantizar la participación de la fuerza creativa del pueblo en la producción de riqueza, superando las condiciones de exclusión y procurando una calidad de vida digna para todos. A este respecto, se instalaron mesas de diálogo con los sectores automotriz y autopartes, químico – farmacéutico, confección, textil, economía social y solidaria, pequeña y mediana industria, turismo y transporte público y terrestre. 

· Se atendieron 46.639 usuarios, se introdujeron 11.321 demandas, de las cuales 373 fueron resueltas mediante sentencias definitivas declaradas con lugar y arreglos judiciales. Se produjeron 594 juicios desistidos, pues a través de la atención primaria de los Procuradores, los trabajadores lograron resolver sus casos directamente con el empleador; 1.491 juicios fueron resueltos por auto composición procesal y por resolver 3.010 causas por razones procesales, tales como demandas por decidir y 13.738 juicios pendientes, en trámite procesal. Por la vía administrativa ingresaron 12.983 reclamos, de los cuales se resolvieron 7.453 causas sin trámite judicial. Hubo más de 3.800 casos abandonados por la falta de impulso procesal de los trabajadores y 140 desistimientos del patrocinio de la Procuraduría.

CRECIMIENTO CON EQUIDAD
Carta Social de las Américas


La pobreza, la inequidad y la exclusión social han alcanzado niveles sin precedentes en el hemisferio, afectando el desarrollo y sostenimiento de muchos países, lo que a su vez se ha traducido en elevados niveles de desnutrición, analfabetismo, propagación de enfermedades, y en general, en un deterioro económico, social y moral de nuestras sociedades.


Por ello una de las prioridades de Venezuela, en el marco de la OEA, será el cumplimiento del mandato de emanado de la Asamblea General en junio de 2004 en Quito, para que se elabore la Carta Social de las Américas, a propuesta de Venezuela.


Nuestro país ha venido trabajando intensamente para que los derechos económicos, sociales y culturales tengan la misma relevancia que los derechos políticos en la agenda hemisférica, y sean atendidos debidamente por el órgano regional, conforme a la jerarquía que ellos tienen, tanto para nuestros gobiernos como para nuestros pueblos.

EDUCACION


Venezuela, a través del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, está desarrollando políticas educativas orientadas a la transformación del Estado y al disfrute de una educación de calidad para todos, con especial énfasis en los sectores menos favorecidos. Para ello ha puesto en práctica una serie de medidas y acciones socio-educativas que están permitiendo la erradicación del analfabetismo, la deserción y la exclusión escolar. Entre esas medidas se encuentran las siguientes: 

· Programa Escuelas Bolivarianas: atiende prioritariamente a los niños, niñas y adolescentes en situación de mayor pobreza, ubicados en los sectores urbano-marginales y rurales, y busca afrontar las limitaciones del sistema escolar en los niveles de educación prescolar y básica. El programa implica la creación de infraestructura y ambientes equipados, horarios integrales, alimentación diaria, formación en educación, cultura y deportes, tareas dirigidas, orientación, salud, recreación y maestros a dedicación exclusiva. El programa se inició en 1999 y hasta el presente se han convertido y construido más de 3.000 planteles y se atienden a más de 85.000 niños.

· Educación Prescolar o Inicial: aumento de la cobertura y mejora de la calidad de la atención a niñas y niños de 0 a 6 años de edad, con énfasis en poblaciones de mayor vulnerabilidad socioeconómica, específicamente en las zonas indígenas, rurales y urbano-marginales a nivel nacional. La atención integral incrementó a más de un millón, lo que implica educación, orientación, cuidado, alimentación, salud, recreación y ambiente adecuado.

· Educación Básica y Técnico-Media: se inició el lanzamiento de la nueva estrategia para las Escuelas Técnicas, con el fin de fortalecer a los docentes en su formación permanente. 

· Misiones Educativas: con el objetivo de democratizar la educación y lograr un equilibrio social, se ha puesto en práctica una serie de medidas socio-educativas que están permitiendo la erradicación del analfabetismo, la deserción y la exclusión escolar. 

· Misión Ribas: esta Misión proporciona acceso y participación, a jóvenes y adultos, a un sistema educativo sin exclusión y de calidad, que facilite su incorporación al aparato productivo nacional y al sistema de educación superior, mejorando así su calidad de vida a corto y mediano plazo. Su objetivo es graduar de bachiller a todo aquel ciudadano(a) que no haya culminado el ciclo de educación secundaria, y garantizar su continuidad dentro del sistema educativo, integrándolo al ciclo de educación superior.

· Misión Sucre: con esta Misión se buscan ampliar las oportunidades de estudio a la población excluida del sistema de educación superior venezolano, planteándose como meta incorporara 400.000 bachilleres a las instituciones de educación superior en un año. Un censo realizado arrojó como resultados la existencia de 500.288 bachilleres excluidos, de los cuales 100.000 fueron asignados al Programa de Iniciación Universitaria. Como parte de esta Misión también se creó la Universidad Bolivariana de Venezuela, que inició sus actividades en septiembre de 2003, con los siguientes programas: comunicación social, gestión social y comunitaria, telecomunicaciones, ecología y ambiente y estudios jurídicos y políticos. 

· Misión Robinson: programa que cuenta con la cooperación del Gobierno de Cuba, para alfabetizar a un millón de analfabetas entre julio de 2003 y julio de 2004. Se utiliza el método “Yo sí puedo” producido en Cuba y adaptado al entorno de Venezuela. El propósito del programa es erradicar la condición de excluidos, asociada al analfabetismo y propiciar la incorporación de los ciudadanos al pleno disfrute de sus derechos constitucionales.

SALUD


Venezuela ha desarrollado avances significativos en el cumplimiento de compromisos a nivel de salud y desarrollo social. A ese respecto se han ejecutado importantes acciones en materia de pobreza, alimentación, protección social, salud ambiental, enfermedades emergentes y reemergentes, etc. Entre esas acciones destacan las siguientes:

· En cuanto al género, el Ministerio de Salud y Desarrollo Social indica la existencia de un Plan de Igualdad para las Mujeres, el incremento de puntos de encuentro para la participación de la mujer, la Ley contra la Violencia y la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer.

· En materia de pobreza se han realizado el Taller para la elaboración del Plan Integrado de Desarrollo Social, y Programas de Protección y Recuperación Nutricional  Distribución de alimentos y Promoción de adecuados Hábitos de Manipulación y Consumo. El Programa (CFC) atiende 18.520 beneficiarios de los cuales 10.854 son población indígena. El Programa (CE) atiende 55.800 niños con cierto grado de desnutrición. Los comedores escolares son un total de 23, de los cuales 4 están en convenio con las alcaldías y gobernaciones. 

Igualmente existen 106 Casas de Alimentos (CA) en cooperación con las distintas Misiones Barrio Adentro, con una proyección de 3.920 por instalar. Este programa atenderá una población objetivo de 600.000 personas en condiciones de pobreza.

Se han puesto en funcionamiento los denominados “MERCAL”, que constituyen programas de formación nutricional que servirán de base para la constitución de cooperativas y/o microempresas. 

El Instituto Nacional de Nutrición realiza investigación, educación, monitoreo y vigilancia de alimentos de consumo masivo, que sirven de vehículo a micronutrientes en riesgo de déficit en la población venezolana. (Sal yodada y fluorudada y harina de maíz, investigación para el desarrollo de nuevos productos y fórmulas para la suplementación. Edición, difusión y seguimiento al cumplimiento del Esquema de Suplementación con Hierro y Acido Fólico a la embarazada y al menor de 36 meses).

· Anteproyecto de Ley Orgánica de Salud, en el que se reconoce la medicina tradicional y terapias complementarias, atención a las peculiaridades por razones de etnicidad de la población. Proyecto Especial de Cooperativas Comunitarias Indígenas, del Programa de Hogares y Multihogares, Talleres con Shamanes y Capitanes.

· Protección Social en Salud: Misión Barrio Adentro (atención primaria en salud), creación y financiamiento de 10.000 consultorios populares, donde se han suministrado gratuitamente 120 medicamentos esenciales genéricos, para 12 millones de personas, entre 2003 y 2004.

· VIH/SIDA: implementación del programa de prevención de la transmisión madre –hijo. Capacitación en prevención del VIH/SIDA, política de acceso gratuito al 100% de medicamentos antirretrovirales, triple terapia de alta eficiencia y pruebas de seguimiento inmunológico y virológico, con cobertura universal a las personas referidas al sistema público nacional de salud.

· Enfermedades emergentes y reemergentes: se han vacunado 4 millones de personas en 2003, para el 2004 se aspiraba inmunizar a 7.5 millones y para el 2005 se tendrá cubierta el 100% de la población contra doce enfermedades. Se encuentra en proceso de culminación la fábrica de vacunas y biológicos que permitirá satisfacer la demanda nacional en 2006. Se prevé un excedente para cubrir necesidades en el marco de la cooperación internacional.

· Salud ambiental: establecimiento y revisión de instrumentos normativos inherentes a la regulación de las condiciones sanitarias en los sistemas de abastecimiento de agua para consumo humano; establecimiento de instrumentos normativos que regulan la gestión integral de los residuos y desechos sólidos, a los fines de prevenir los impactos negativos sobre la salud del hombre. Actualmente se trabaja en un proyecto de Ley de Residuos y Desechos Sólidos, que permitirá fortalecer las acciones orientadas a la vigilancia y control sanitario sobre éstos. Se realizan acciones orientadas a la regulación sanitaria sobre sustancias y procesos, utilizados en el tratamiento de agua para consumo humano y aguas residuales.

· Cooperación técnica con Brasil para el fortalecimiento de la vigilancia epidemiológica en ETS/SIDA, así como la vigilancia sanitaria (control sanitario en medios de transporte y en viajeros), y vigilancia ambiental (agua para el consumo humano y residuos sólidos, y vigilancia, diagnóstico y control de la fiebre amarilla).

· Cooperación para el sector salud durante 2003 incluyó la firma de catorce contratos con Cuba para la adquisición de medicamentos antirretrovirales  VIH/SIDA y genéricos, entre otros, desarrollo  de vacunas combinadas y asesoría a planta, equipos médicos, vacunas antihepatitis, medicamentos biolarvicidas, asistencia técnica y capacitación en el marco de la negociación conjunta.

LA INFANCIA Y LA JUVENTUD


Con la promulgación de la Ley Orgánica de Protección de los Niños, Niñas y Adolescentes (LOPNA), Venezuela dispone de un Sistema Nacional e Internacional de Protección de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, del cual el Consejo Nacional de Derechos del Niño y del Adolescente (CNDNA) es su máxima autoridad.


Tanto en dicho instrumento como en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, están contenidas una serie de disposiciones legislativas para prevenir y proteger a los niños, niñas y adolescentes de toda forma de violencia física, sexual o mental, de lesiones o abusos, y de descuido o trato negligente y abuso sexual (artículos 46 y 54 de la Constitución y artículos 32, 33, 37, 38, 40, 86 y 89 de la LOPNA). También en la LOPNA se establecen sanciones para aquellos que incurran en actos de violencia contra los niños (Capítulo IX, Sección IV de las Sanciones Penales, Artículos 253, 254, 255, 258, 259, 260, 264, 265, 266, 267).

Además de la base normativa, el CNDNA ha ejecutado una serie de importantes acciones, entre las que resaltan las siguientes:

· Desarrollo del Proyecto de Directrices para la elaboración del Reglamento Interno a ser aplicado en las Entidades de Atención que ejecutan el Programa Socioeducativo para el cumplimiento de la Sanción de Privación de Libertad.
· Puesta en funcionamiento la línea telefónica 800-MUJER para recibir denuncias por actos de violencia contra los niños y las niñas.
· Establecimiento de las Unidades de Atención a la Víctima y los Consejos de Protección del Niño y del Adolescente, para atender las denuncias contra la violación de derechos y garantías de los niños y adolescentes.
· Adopción de los lineamientos para garantizar la asignación privilegiada y preferente de recursos en los presupuestos de los Estados y Municipios del país, a fin de atender las áreas relacionadas con los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes.
· En 2002 el Fondo Nacional de Protección (conjunto de recursos financieros y no financieros, destinados a la ejecución de programas de protección y atención), transfirió 1.716.684.951 de bolívares, y en 2003 ese monto se elevó a 2.781.212.419 bolívares. También en 2003 el Fondo asignó 50 millones de bolívares para apoyar Políticas Excepcionales Básicas y Programas de Cobertura Colectiva.
· Elaboración y adopción de los siguientes documentos, para la prevención de la venta y trata de niños:
· Lineamientos Generales para Adopciones Nacionales e Internacionales.

· Lineamiento de Autorizaciones para Viajes de Niños y Adolescentes.

· Directrices Generales para la protección de los Niños, Niñas y Adolescentes contra el Abuso Sexual y la Explotación Sexual Comercial.

· Difusión de instructivos y folletos sobre identificación civil, adopciones nacionales, identidad, autorizaciones para viajar, abuso sexual y explotación sexual comercial.

· Conformación de la Comisión Intersectorial contra el Abuso Sexual y la Explotación Sexual Comercial (CICAES), que tendrá entre sus objetivos el diseño de una propuesta para un Plan de Acción Nacional para la Prevención y Atención del Abuso Sexual y la Explotación Sexual Comercial de los Niños, Niñas y Adolescentes en Venezuela. 
· Coordinación, elaboración y puesta en práctica del Instructivo para la aplicación del Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional. Igualmente el CNDNA coordinó la realización del Instructivo para la Aplicación de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente en materia de Adopción Nacional y de sus respectivas guías técnicas.
· Creación de las Oficinas de Adopciones en los Consejos Estadales de Derechos del Niño y del Adolescente de cada uno de los Estados del país.
· En materia de registro civil, se aprobaron los Lineamientos que contiene el Instructivo del Proceso de Identificación Civil de Niños, Niñas y Adolescentes.
· También relacionado con esa materia, se llamó a licitación para la implementación del registro único automatizado de nacidos, se creó la primera oficina de registro de nacimientos en la Maternidad Cuatricentenaria en el Estado Zulia, se creó la oficina de registro de nacidos de la Maternidad Concepción Palacios de Caracas. Igualmente el CNDNA realizó seis talleres de capacitación sobre identidad, con la participación de 224 funcionarios públicos, los Consejos Estadales de Derechos del Niño y del Adolescente realizaron 18 talleres con participación de 556 funcionarios, y se pusieron en funcionamiento 30 Unidades de Registro Civil de Nacimiento en centros públicos de salud de varios Estados.
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